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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

Novedades desde el mes de marzo de 2018.
→ Real Decreto 256/2018, de 4 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 769/2017, de 28 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Función Pública y se modifica el Real Decreto 424/2016, de 11 de noviembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales (BOE de 5 de mayo de 2018), y en base a la cual se modificó el nombre de la JCCA, concretamente: “Disposición final primera. Referencias normativas a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Las referencias efectuadas a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa en (…)  el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y en otras normas con rango reglamentario que aludan a la misma, se entenderán hechas a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado.
→ Corrección de errores de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (BOE 24 de mayo de 2018). En concreto se corrige:

“Advertidos errores en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 272, de 9 de noviembre de 2017, se procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 107979, apartado 3 de la disposición final primera, en el segundo párrafo, 

Donde dice:

«No obstante, no tendrán carácter básico los siguientes artículos o partes de los mismos: letra a) del apartado 1 del artículo 21; letra a) del apartado 1 del artículo 22; artículo 30; la letra c) del apartado 5 del artículo 32; artículo 45 y 46.1 a 46.3; artículo 69.3; artículo 71.1.f); artículo 76; artículo 83; artículo 95; artículo 104; artículo 105; párrafo segundo del apartado 1 del artículo 107; segundo párrafo del apartado 3 y apartado 5 del artículo 116; artículo 118.2; letras a) y c) del apartado 2 del artículo 119; letra b) del artículo 120.1; apartado 1 del artículo 121; apartados 5, 6 y 7 del artículo 122; artículo 123 y 124; cuarto párrafo del apartado 4 del artículo 149; artículo 153; apartado 2 del artículo 154; artículo 191.2; artículo 192.2 y 3; artículo 193.2 a 5; artículo 194; apartados 2 y 5 del artículo 212; apartado 8 del artículo 215; artículo 228; apartados 1, 2, 5, el párrafo segundo del apartado 6, y apartados 7 y 8 del artículo 229; artículo 230; apartados 1.e) y 4 del artículo 232; (…)»

Debe decir:

«No obstante, no tendrán carácter básico los siguientes artículos o partes de los mismos: letra a) del apartado 1 del artículo 21; letra a) del apartado 1 del artículo 22; artículo 30; la letra c) del apartado 6 del artículo 32; artículo 45 y 46.1 a 46.3; artículo 69.3; artículo 71.1.f); artículo 76; artículo 83; artículo 95; artículo 104; artículo 105; párrafo segundo del apartado 1 del artículo 107; segundo párrafo del apartado 3 y apartado 5 del artículo 116; artículo 118.2; letras a) y c) del apartado 2 del artículo 119; letra b) del artículo 120.1; apartado 1 del artículo 121; apartados 5, 6 y 7 del artículo 122; artículo 123 y 124; cuarto párrafo del apartado 4 del artículo 149; artículo 153; apartado 2 del artículo 154; artículo 191.2; artículo 192.2 y 3; artículo 193.2 a 5; artículo 194; apartados 2 y 5 del artículo 212; apartado 8 del artículo 215; artículo 228; apartados 1, 2, 5, el párrafo segundo del apartado 6, y apartados 7 y 8 del artículo 229; artículo 230; apartados 1.e) y 4 del artículo 233; (…)»”.
De manera que pierden el carácter básico  la letra c) del apartado 6 del artículo 32 (autorización por el Consejo de Ministros de los encargos a medio propio personificado) y el apartado 4 del artículo 233 (responsabilidad compartida en la elaboración de proyectos), mientras que la recupera el apartado 4 del artículo 232; (…)» (calificación de obras necesarias y de grandes reparaciones). De manera que lo que es básico pasa a ser “no básico” y viceversa con una simple corrección de erratas. 
→ Orden APM/401/2018, por la que se fija el porcentaje a que se refiere el artículo 131 del RGLCAP a aplicar en el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente (BOE 24 de abril de 2018). De acuerdo con lo establecido en el artículo 131 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,  cada departamento ministerial fijará, a la vista de las circunstancias concurrentes, un porcentaje del 13 al 17 por 100 en concepto de gastos generales de la empresa, gastos financieros, cargas fiscales, impuesto sobre el valor añadido excluido, tasas de la Administración legalmente establecidas, que inciden sobre el costo de las obras y demás derivados de las obligaciones del contrato. Se excluirán, asimismo, los impuestos que graven la renta de las personas físicas o jurídicas. Pues bien, mediante esta orden, el Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente ha resuelto se aplique el porcentaje del 13 % sobre el presupuesto de ejecución material, en concepto de gastos generales de la empresa, gastos financieros, cargas fiscales, Impuesto sobre el Valor Añadido excluido, tasas de la Administración legalmente establecidas que incidan sobre el coste de las obras y demás derivadas de las obligaciones del contrato.
2.  Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.

→ DECRETO-LEY 1/2018, de 20 de marzo, de medidas urgentes para la agilización, racionalización y transparencia de contratos del sector público de pequeña cuantía.
Artículo único. Modificación de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector Público de Aragón. Se añade un segundo párrafo al apartado 2 del artículo 4, que queda redactado del siguiente modo: “2. […]. La licitación de los contratos menores, cualquiera que sea su cuantía, podrá ser objeto de publicidad en el perfil de contratante. En tal caso, el plazo para la presentación de proposiciones no podrá ser inferior a cinco días hábiles, a contar desde el siguiente a la publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante. En el anuncio se identificará el objeto del contrato y las prestaciones que lo integran, los criterios de adjudicación, y cualesquiera circunstancias que hayan de tenerse en cuenta durante la ejecución del mismo. Podrá presentar proposición cualquier empresario con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar la prestación. Los contratos menores adjudicados con publicación de un anuncio de licitación no limitarán la adjudicación de ulteriores contratos menores por el mismo procedimiento. La celebración de contratos menores se consignará en el registro de contratos de la entidad contratante”.

2.2. Comunidad Foral de Navarra.
→ LEY FORAL 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos. En concreto, en lo que respecta al régimen de los contratos menores (contratos de menor cuantía en la LFCP), la Ley Foral, a diferencia de la LCSP no limita la participación de empresas al hecho de no haber suscrito durante el último año más contratos menores que individual o conjuntamente superen la cifras (coincidentes en ambas leyes), de 40.000 –obras- o 15.000 –servicios o suministros- euros de valor estimado.
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
Las Sentencias que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de febrero de 2018 y el día 30 de abril de 2018 y figuran en el repertorio de ARANZADI, al que expresamente se hace referencia. Dado el número de Sentencias dictadas por el TSJA en dicho intervalo temporal, se comentan exclusivamente éstas y se enumeran las dictadas por el TS.

TRIBUNAL SUPREMO.-
- STS. 211/2018, de 13 de febrero. (RJ/2018/477). Indemnización por daños y perjuicios retraso en la ejecución imputable a la Administración. No incompatible con la modificación del contrato.

- STS 369/2018, de 7 de marzo. (RJ/2018/940). Solicitud de reequilibrio económico de la concesión.

- STS 411/2018, de 14 de marzo. (RJ/2018/1259). Contrato de concesión de obra pública. Modificación de la retribución variable del contratista. Modificación de condiciones esenciales del contrato.

- STS 511/2018, de 23 de marzo. (RJ/2018/1158).Contrato de suministro de patrulleras. Acreditación de solvencia técnica por la adjudicataria.

- STS 531/2018, de 2 de abril.(RJ/2018/1573) Contrato de gestión de servicio público concertación atención sanitaria especializada. Prorroga.

- STS 712/2018, de 26 de abril. (JUR/2018/133774). Contrato de obra. Reclamación de daños y perjuicios por demora en la finalización de la obra.
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGÓN
→  Sentencia 76/2018, de 4 de febrero. (JUR/2018/113649). Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto contra Acuerdo del TACPA por el que se desestima recurso especial interpuesto frente a la licitación del contrato denominado “servicio de transporte ordinario de muestras de sangre, valija, lencería y otros servicios para el sector Calatayud, promovido por el SAS.
Frente al TACPA se cuestionaban las siguientes cuestiones: que el presupuesto no se ajustaba al precio de mercado; que la no división en lotes limitaba la concurrencia; qu el contrato debería tener una duración mínima de tres años; que el objeto del contrato y de las prescripciones contenidas en el PTT era indeterminado; que resultaba improcedente la subcontratación y que los pliegos incumplían la obligación de prestar información. Todos los motivos fueron rechazados por el TACPA.
En la demanda se cuestiona que el precio del contrato es inadecuado y su cálculo debía haberse realizado en función del observatorio de costes, siendo de aplicación la Orden FOM/1882/2012. La Sala desestima el motivo de impugnación por entender que lo que se exige por el articulo 87 RDL 3/2011 es que se atienda el precio general del mercado, no a lo que resulte del Anexo de la mencionada Orden, que regula las condiciones generales de contratación de los transportes de mercancías por carretera, ya que nos encontramos ante un contrato público lo que hace que sea de aplicación la normativa de contratos y por ende el artículo 87 del RDL 3/2011.
Asimismo se cuestiona que se ha producido un cambio de criterio por parte del órgano de contratación, ya que a diferencia de lo realizado en otras contrataciones se ha optado en esta ocasión por la no división en lotes., vulnerándose con ello la Directiva 2014/24/UE. La Sala, al igual que anteriormente el TACPA, considera que no puede apreciarse vulneración de la Directiva ya que obra informe en el expediente en el que se acredita que en anteriores licitaciones se ha optado o no por la división en lotes en función de las cambiantes necesidades. Asimismo en dicho informe se alude a problemas de coordinación al adjudicarse lotes a varios contratistas, que se evitan con la opción adoptada. En concreto se justifica que la contratación con un único proveedor facilita sea una misma empresa la que aporte los distintos vehículos de transporte, eliminándose con ello dichos problemas de coordinación. En todo caso, a juicio de la Sala la administración puede cambiar de criterio seguido en contrataciones anteriores, que por otra parte no había sido único, sin que pueda apreciarse arbitrariedad en la decisión adoptada.
Se aduce como motivo de impugnación el plazo de duración del contrato que es considerado improcedente por la actora, al entender que vulnera el artículo 23 TRLCSP. En concreto se argumenta que dado que se trata de una prestación que atiende necesidades de carácter continuado el plazo previsto, de 12 meses con posibilidad de prórroga por igual plazo, resulta inadecuado. La Sala entiende que no se produce dicha vulneración.
En relación con la alegación de indeterminación del objeto del contrato, la Sala entiende que en los PCAP se define de forma suficiente el objeto contractual “Servicio de transporte ordinario de muestras de sangre, valija, lencería y otros servicio”. En concreto respecto de la consideración realizada por el demandante de que el establecimiento de una prestación consistente en 12 viajes al año para recados no previstos, supone indeterminación del objeto, la Sala entiende que no es aceptable ya que el órgano de contratación puede considerar por la especial naturaleza de los servicios sanitarios que hay situaciones en que se plantee la necesidad de efectuar viajes para recados que no aparezcan descritos, lo que no constituye indeterminación del objeto del contrato.
Por ultimo en relación con la subcontratación, la actora entiende que se ha producido una modificación sustancial en la licitación del objeto del contrato, vulnerando los pliegos la ley 8/2015, de 25 de marzo, de transparencia y participación ciudadana de Aragón con abuso y desviación de poder. A su juicio se ha modificado el criterio seguido en otras licitaciones de no permitir la subcontratación, no estando debidamente justificada dicha circunstancia, y entendiendo que dada la naturaleza del objeto del contrato el interés público exige que se ejecute por el adjudicatario.
La Sala entiende que la naturaleza del contrato no lleva a deducir que deba ser ejecutado directamente por el contratista y el cambio de criterio de la administración no es abusivo ni constitutivo de arbitrariedad. El artículo 227 de la Ley 3/2011, permite la subcontratación, por lo que la arbitrariedad debería ser probada, circunstancia que no se produce. Y en relación con la vulneración del artículo 16.2 la Ley 8/2015, fundada en que el PCAP en su apartado ñ) establece la no obligatoriedad de indicar en la oferta la parte del contrato que el licitador tiene previsto subcontratar, considera que por si misma dicha cláusula no puede ser causa de nulidad de los pliegos, debiendo ponerse en relación la Ley 8/2015 con la normativa de contratación pública, en concreto con las facultades de la administración en la ejecución del contrato.
En consecuencia desestima íntegramente el recurso.
→  Sentencia 122/2018 de 28 de febrero (JUR/2018/124054). Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra la inactividad de la Administración por impago de facturas. 
Una vez interpuesto el recurso la administración ha abonado a la recurrente parte de las facturas reclamadas, estableciéndose en conclusiones la deuda en 14.052 euros a los que deberán unirse los intereses de demora de las facturas pagadas de forma tardía y los que correspondan a las facturas aun impagadas. 
La cuestión controvertida consiste en la alegación de prescripción aducida por la Administración de tres facturas, de fechas julio, agosto y septiembre de 2011, por el transcurso de 4 años, que la sala desestima por entender que el plazo establecido en el artículo 26 de la Ley de Hacienda de Aragón, no había transcurrido dado que  la demandante había requerido de pago de las mismas con fecha 29 de septiembre de 2014.
En relación con los intereses de demora tanto del principal abonado como del pendiente de abono,  procede declarar el derecho a su cobro.
→ Sentencia 119/2017 de 7 de marzo de 2018 (JUR/2018/124255). Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto frente la resolución del Director General de Deporte por la que se deja sin efecto el quantum indemnizatorio del contrato de servicios del bar restaurante del Parque Deportivo Ebro.
La resolución recurrida sostiene que el contrato de servicios concluido por la DGA y el actor, con fecha 11 de mayo de 2010,  para la prestación del bar restaurante del Parque Deportivo Ebro hasta el 31 de diciembre de 2013 no fue resuelto por el órgano de contratación sino que se extinguió por cumplimiento al finalizar dicho plazo; que al no haberse resuelto es improcedente la aplicación del artículo 284 LCSP; que el contrato estuvo suspendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2013; que si bien inicialmente se estimó procedía determinar el quantum indemnizatorio correspondiente al 10 % de las prestaciones dejadas de realizar, por importe de 19342 euros, tras informe de la intervención delegada y  de la documentación acreditativa de dichos daños presentada por el adjudicatario, se comprueba que no éstos no quedan acreditados y se deja con carácter definitivo la propuesta de quantum indemnizatorio. 

Los hechos se sucedieron de la siguiente forma:
Con fecha 5 de diciembre de 2012 se dicta Instrucción del director general de Deporte por la que se procede al cese de la actividad y cierre del parque deportivo Ebro. En ella se acuerda proceder a la rescisión de todos los contratos vigentes. 

Tras ello se dicta resolución de 26 de diciembre de 2012 por la que se acuerda la resolución del contrato, que es objeto de recurso de reposición que es parcialmente estimado, declarando nulo el acto recurrido.

El 5 de abril de 2013 el Director General acuerda la suspensión del contrato y el inicio de trámites para su extinción, frente a lo que el adjudicatario presenta alegaciones y solicita indemnización por suspensión y resolución unilateral.

El 19 de agosto de 2013 el Director General dicta resolución por la que resuelve el contrato por imposibilidad de ejecución, con efectos 1 de enero de 2013, y de acuerdo con el artículo 2016, g) LCSP establece una indemnización en concepto del 10% de prestaciones dejadas de realizar.

El 13 de enero de 2014  el Director General declara la caducidad del procedimiento y el 3 de febrero de 2014 acuerda iniciar expediente indemnizatorio para determinar el quantum de conformidad con los artículos 203.2 y 285 LCSP.

El 21 de noviembre de 2014 el Director General acuerda requerir al contratista a presentar documentación justificativa de los daños sufridos por la suspensión y tras la pretensión de éste de determinarla en 64.957 euros, mediante la resolución recurrida de febrero de 2015 el Director General deja sin efecto la propuesta de quantum indemnizatorio.
La Sala considera que  la extinción del contrato solo cabe por incumplimiento o resolución, por mor del articulo 204 LCSP de 2007. y no se cuestionado que el contratista no pudo realizar la prestación que le había sido adjudicada, en el plazo previsto. No se dictó acto de modificación del contrato ni se acordó la resolución del contrato.
Lo que queda acreditado es que el Director General acordó la suspensión del contrato con efectos 1 de enero de 2013, acordándose además el inicio de los trámites para su extinción. La declaración de caducidad no invalida este pronunciamiento.
Queda de manifiesto que la administración incumplió el plazo contractual, que era de naturaleza esencial, apareciendo como tal en las obligaciones esenciales del contrato contenidas en el Anexo VIII del PCAP, comprometiéndose con ello el contratista a la adscripción de medios durante todo el plazo de ejecución siendo su incumplimiento causa de resolución en virtud del artículo 206, g), que conlleva la determinación del pago de los daños y  perjuicios en virtud del artículo 208.3 LCSP. Practicada prueba pericial, en la que el dictamen pericial estima insuficiente la documentación aportada por el contratista para determinar los daños por contratación de suministros y fija el lucro cesante en 49.600 euros,  la Sala estima indemnización en dicho importe y por dicho concepto. 

→  Sentencia 120/2018, de 7 de marzo. (JUR/2018/124446). Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia y Auto de corrección errores del Juzgado contencioso administrativo de Zaragoza estimatoria del recurso interpuesto contra la desestimación del recurso de reposición contra la resolución del Ayuntamiento de Zaragoza por la que se acuerda resolver por incumplimiento culpable del contratista, el contrato de construcción y explotación de un edificio destinado a servicios denominado Edificio Azud, con incautación de la garantía. 
La Sentencia y el auto de rectificación consideran prescrito el derecho del Ayuntamiento a la incautación de la garantía, ya que al ser un ingreso de derecho público le sería de aplicación el plazo de 4 años, para la cobranza de los ingresos de dicha naturaleza, establecido artículo 2.2 del RDL 2/2004. El plazo comenzaría a contarse cuando el Ayuntamiento pudo hacer efectivo su derecho a la incautación de la garantía, momento en que se incoa el primer expediente de resolución contractual, por lo que notificado este acto el 4 de agosto de 2009, el meritado plazo de cuatro años habría transcurrido al iniciarse el expediente que pone fin a la resolución impugnada.
El contrato había sido suscrito el 7 de agosto de 2007 y el 17 de julio de 2009 se incoa por el Ayuntamiento expediente de resolución que por sentencia de 19 de abril de 2012 se declara caducado. Posteriormente incoa dos procedimientos, uno por el que se dicta resolución desistiendo de su tramitación y otro por el que se dicta resolución de febrero de 2014  de caducidad. El 4 de marzo de 2014 se inicia el procedimiento que finaliza con la resolución contractual recurrida que declara la resolución del contrato por incumplimiento culpable y la incautación de la garantía.
La Sala entiende que debe aplicarse la LGP vigente en el momento de surgir el derecho que la administración ejercita, la Ley 47/2003, que para las obligaciones y derechos públicos fija un plazo de prescripción de 4 años. El inicio del cómputo del plazo, atendiendo a la fecha en que el Ayuntamiento pudo ejercitar su derecho de incautación de garantía, un aval a primer requerimiento, debe situarse en la fecha de incoación del primer expediente, que se notifica el actor el día 4 de agosto de 2009. Los tres procedimientos de resolución contractual e incautación de garantía anteriores al recurrido, no tienen ningún efecto de interrumpir la prescripción puesto que finalizan por sentencia o por resolución declarando la caducidad o el desistimiento, ya que de conformidad con el articulo 92.3 LPAC  la caducidad no producirá por si misma la prescripción de las acciones del particular o de la administración, pero los procedimientos caducados no interrumpen el plazo de prescripción.
Como consecuencia de ello desestima el recurso de apelación.

→  Sentencia 135/2018, de 14 de marzo (JUR/2018/135199). Dictada con motivo de la interposición del recurso contencioso administrativo frente a la Orden del Consejero de Sanidad del GA por la que se estimó parcialmente el recurso de alzada formulado contra la resolución del Director Gerente del SAS por la que se impone a una mercantil una penalización referida al año 2013, correspondiente al loe 4 del contrato del servicio de limpieza de los centros sanitarios dependientes del SAS, reduciendo la penalización.
Se aduce por el recurrente la caducidad del procedimiento, ya que se trata de un procedimiento iniciado de oficio por la Administración susceptible de producir efectos desfavorables que pretende la aplicación de penalizaciones derivadas de un eventual incumplimiento contractual, que al no tener plazo especifico en la Ley 30/2007, debe ser el previsto en la LPAC de tres meses.

El contrato se adjudica el día 13 de diciembre de 2010, el 21 de octubre de 2014 se da traslado a la contratista de informe elaborado por la Dirección de Gestión sobre aplicación de penalidades previstas en el PCAP en el que se computa las horas prestadas durante el año 2013. Tras la presentación de alegaciones, el 13 de abril de 2015 el Director Gerente del SAS acuerda aplicar una penalización de 346.699 euros., por incumplimiento del número de horas previstas en el contrato. La Sala entiende que debe acudirse al artículo 42.2 LPAC para determinar el plazo de caducidad, ya que no hay un plazo expreso en la LCSP y el plazo de seis meses previsto en la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de contratación en la CA de Aragón, no puede aplicarse porque no estaba en vigor en el momento de formalizarse el contrato. Por ello el plazo máximo para resolver es de tres meses, siendo el dies a quo el acto por el que se da traslado a la contratista del informe elaborado por la Dirección de Gestión. Entre esa fecha y la resolución de 13 de abril de 2015, objeto de recurso, transcurren más de tres meses, y por ello estima el recurso.
→  Sentencia 150/2018, de 14 de marzo (JUR/201/135054). Dictada con motivo del recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo de Huesca desestimatoria del recurso interpuesto contra la desestimación presunta de la reclamación efectuada a la Comarca del Bajo Cinca para la liquidación y pago de los trabajos realizados y los materiales acopiados por una mercantil para la ejecución del contrato de obras “Reforma de edificio para la nueva sede de la comarca Bajo Cinca”. La Sentencia de instancia desestimó la demanda en base a la inexistencia de certificación de obra, por lo que no fue posible la cesión del derecho y por lo tanto la recurrente no puede basar su petición en el artículo 218 RDL 3/2011, de 14 de marzo, TRLCSP.
La empresa recurrente fue subcontratista en la obra reseñada para el suministro y colocación de carpintería, puertas, forrados de paredes, suelo y falso techo. Como medio de pago se formalizo la transmisión de los derechos de cobro derivados de las certificaciones de obra aprobadas por la comarca. La obra se paralizó en julio de 2011 y abandonada por la contratista. Entre tanto la actora había solicitado a proveedores materiales para dar cumplimiento a las obligaciones contraídas, solicitando a la comarca el abono que había realizado a un proveedor por los trabajos e rastrelado y ejecutados en obra. Con posterioridad a ello se resolvió el contrato. Tras la resolución la comarca en la nueva adjudicación no tuvo en cuenta los materiales que había acopiado la recurrente para hacer frente al pedido y colocarlo en la obra.
La Sala revoca la Sentencia de instancia por considerar que si bien la empresa recurrente y cesionaria conoce que no tiene ninguna certificación a su favor lo que denuncia es que en el momento de la resolución del contrato debió haberse certificado la totalidad de la obra efectuado hasta ese momento. Y en ello en aplicación del artículo 222 de la LCSP que establece que es necesario la medición y liquidación de las obras realizadas antes de la resolución. En consecuencia el subcontratista y cesionario tiene derecho a que se incorporen a la liquidación final las obras y prestaciones realizadas y a que la Administración le abone lo que corresponda.
No obstante la Sala matiza que procede distinguir entre las partidas de la reclamación que debieron liquidarse porque ya están incorporadas a la obra y aquellas otras que constituyen acopios o materiales que la subcontrata había apalabrado con la contratista pero con la Administración para su posterior entrega y colocación. Al encontrarnos ante una resolución por incumplimiento culpable del contratista, si las operaciones preparatorias y acopios no corresponden con los PCAP y en la nueva contratación realizada con posterioridad no se han tenido en cuenta los materiales ya adquiridos por efecto de la nueva contratación, ha de darse la razón a la Administración cuando considera que no obligado el pago de estos materiales y que se trata de una deuda que ha de reclamarse ante la jurisdicción ordinaria directamente a la contratista.
III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON.
Se da cuenta de los Acuerdos adoptados por el Tribunal desde el día 1 de enero de 2018 hasta el día 25 de mayo de 2018, fecha del último de los publicados en la página electrónica del Tribunal, números del 1/2018 al 36/2018, y se reseñan los que a continuación se relacionan:

a.- Acuerdo 24/2018, de 4 de mayo de 2018, por el que se resuelve recurso especial interpuesto contra la adjudicación del contrato de servicios para un “Programa de atención integral a las personas que tengan limitada su autonomía por razón de enfermedad mental u otro tipo de trastornos y que se hallan bajo la medida protectora de la Comisión de tutela y defensa judicial de adultos de la C.A en Teruel y municipios de la provincia.

Dado que nos encontramos ante un expediente iniciado antes de la entrada en vigor de la LCSP la resolución de las cuestiones planteadas se realizará de conformidad con lo establecido en el TRLCSP y Directiva 2014/24/UE.

Son dos las cuestiones planteadas. La primera de ellas versa si la oferta económica de la adjudicataria se ajustó o no al modelo de ofertas establecido en el Anexo VI del PCAP y si ello ha conllevado un alteración sustancial de dicho modelo de proposición. El Tribunal entiende que no se ha producido dicha alteración y por ello no concurre el supuesto invocado por la recurrente de existencia de error manifiesto, previsto en el artículo 84 del RD 1098/201, RGLCAP, como uno de los supuestos de rechazo de las proposiciones.

A pesar de ello, la Mesa de contratación apreció “falta de claridad en la oferta económica” por lo que se requirió a la licitadora que aclarase si la oferta hacía referencia a todo el periodo previsto de vigencia del contrato. Dicha posibilidad se encuentra prevista tanto en el PCAP como en el artículo 9 de la Ley de medidas de contratación del sector público de Aragón. El Tribunal considera que no había necesidad de acudir a dicho supuesto ya que el modelo de proposición no había sido alterado, y que la aclaración solicitada daba una oportunidad a la requerida de modificar o corregir la oferta. Y si realmente se hubiera producido dicho error a juicio del Tribunal nos encontraríamos ante el supuesto de reconocimiento por el licitador de error o inconsistencia que hace inviable la oferta que conllevaría  el rechazo de la misma.

No obstante, tras tildar de irregular la actuación de la Mesa, el Tribunal estima que la misma no puede perjudicar al licitador adjudicatario, pues su oferta, objetiva y realmente no planteaba duda ni ambigüedad alguna, y finalmente no vino a ser corregida ni modificada en el trámite de aclaraciones.

En segundo lugar, ante la baja económica de un 61,8% que suponía la oferta económica de la adjudicataria, aducida por la recurrente para calificarla como oferta con valores anormales o desproporcionados, el Tribunal recuerda que el articulo 152 TRLCSP establece la posibilidad que no la obligación de rechazar la proposición, correspondiendo a los pliegos la determinación de los parámetros objetivos para apreciar que una oferta no puede ser realizada como consecuencia de la inclusión de valores de dicha naturaleza. En el supuesto enjuiciado tanto la cláusula 15 como el anexo IX del PCAP no contienen previsión alguna al respecto, lo que no admite mas interpretación que la ausencia de voluntad del órgano de contratación de establecer tales parámetros objetivos. 

En consecuencia se desestima el recurso.

b.- Acuerdo 33/2018, de 25 de mayo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto contra los pliegos rectores de la licitación “Gestión indirecta mediante concesión, del servicio público de recogida y transporte de residuos domésticos generados en los municipios de las comarcas que integran la agrupación 8 de residuos sólidos y urbanos de Teruel.

Como cuestión previa se plantea la inadmisión del recurso por extemporaneidad. Dado que en aplicación de los artículos 42.2 TRLCSP y del Reglamento de procedimiento de recursos en materia de contratación, el inicio del cómputo de plazos para la interposición del recurso comienza a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado de forma legal la convocatoria de la licitación, si en ella se ha hecho constar la publicación de los pliegos en la plataforma de contratación del sector público o el lugar y forma para acceder directamente a su contenido, y que en el supuesto analizado se ha efectuado la convocatoria conforme a la legislación aplicable, el momento inicial de computo es la fecha de publicación en el DOUE y no en el perfil del contratante ni en ningún otro diario oficial.

El hecho de que se haya formulado una consulta tocante a la clasificación exigida y que la contestación a la misma se haya realizado en el perfil del contratante no altera dicha consideración. La contestación a la consulta se publicó en el plazo estipulado en el PCAP al efecto y no supuso alteración en cuanto al contenido de los pliegos. La respuesta a la consulta no contiene información adicional a la que ya constaba en la documentación de la licitación, ni contiene datos nuevos que influyan en el contenido de las ofertas, ni advierte vulneración alguna de los principios rectores  de la contratación.

En consecuencia dado que el anuncio en el DOUE se realizó con fecha 13 de enero de 2018 y  el anuncio de interposición de recurso tuvo lugar el día 15 de febrero de 2015, el recurso se inadmite por extemporáneo, sin que pueda tomarse en consideración la fecha de contestación a las aclaraciones solicitadas de 9 de febrero de 2018.
IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.

A) Estado

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado.
→ Expediente 38/15. Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Criterios de solvencia y certificados medioambientales en los contratos no sujetos a regulación armonizada. Por lo expuesto, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera: 
1. Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público es posible exigir en los contratos que no estén sujetos a regulación armonizada, como condición de solvencia, la presentación de certificados expedidos por organismos independientes que acrediten que el operador económico cumple determinados sistemas o normas de gestión medioambiental. 
2. La determinación del alcance de los certificados, en el caso de que este pueda variar según los casos, debe hacerse respetando los límites de proporcionalidad y relación con el objeto del contrato.
→ Expediente 9/18. Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Interpretación del artículo 101 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público sobre el concepto de unidades funcionales. Por lo expuesto, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado alcanza las siguientes conclusiones: 
1. Para la licitación de un contrato público, en los supuestos en que estemos en presencia de una unidad funcional separada y que tal unidad esté caracterizada por gozar de una financiación específica y de competencia propia para celebrar un contrato, el valor estimado se calculará al nivel de la unidad de que se trate.

2. Cuando se den las anteriores circunstancias el contrato tendrá autonomía y sustantividad respecto de los que puedan celebrarse en la misma entidad pública contratante.
→ Expediente 11/18. Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Prohibiciones de contratar. Por lo expuesto, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado considera que:

1. El concepto de conflicto de intereses con el titular del órgano de contratación (o persona en quien delegue o le sustituya) se configura como un requisito imprescindible para extender la prohibición de contratar con causa en el artículo 71.1.g) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público al cónyuge y personas unidas por una relación análoga de convivencia afectiva, a los ascendientes y descendientes y a los parientes hasta el 2º grado de las personas mencionadas en el citado artículo. 
2. En el ámbito de la contratación pública, dicho concepto viene recogido en el artículo 64 de la Ley 9/2017, siendo de carácter más amplio e independiente del de  prohibición de contratar y correspondiendo al órgano de contratación la detección del mismo así como la adopción de las medidas oportunas para corregirlo. 
3. En el supuesto de que los familiares lo sean respecto a un empleado o trabajador de una Corporación Local, no cabe extender la figura de la prohibición de contratar salvo que dicho empleado sea personal al servicio del órgano de contratación. No obstante lo anterior, el órgano de contratación deberá examinar si concurre en el citado empleado alguna circunstancia constitutiva de una situación de conflicto de intereses. 

→ Expediente 16/18. Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Subrogación obligatoria de trabajadores. La cuestión planteada en la consulta obliga a esta Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado a discernir si los convenios colectivos de cada sector son preferentes respecto del Acuerdo de las condiciones de trabajo de las instituciones locales vascas o si, por el contrario, este último debe aplicarse con prelación sobre los anteriores. Tal circunstancia se diferencia notablemente de los diferentes pronunciamientos que esta Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales y la propia Jurisprudencia contencioso-administrativa han hecho con respecto de la obligación de subrogación de los trabajadores de contratos preexistentes en los términos descritos en el artículo 130 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
La razón de esta diferencia es precisamente que la respuesta a la cuestión planteada obligaría a una interpretación basada estrictamente en el derecho laboral como es la relativa al ámbito de aplicación cubierto por cada convenio colectivo y a la prioridad de uno u otro en caso de solapamiento de alguna de las normas convencionales que contiene. Esta no es, propiamente, una cuestión de contratación pública que esta Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado tenga competencia para conocer. La respuesta a las cuestiones planteadas deberá hacerse por la correspondiente autoridad laboral o por los órganos de la jurisdicción social, pero no constituye una cuestión propia de la competencia de esta Junta. 
Por lo expuesto, al amparo de lo dispuesto en el artículo 328 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y de lo establecido en el Real Decreto 30/1991, de 18 de enero, procede comunicarle la improcedencia de contestar a la cuestión formulada

→ Expediente: 13/2018. Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Consulta sobre la necesidad de adaptar las ordenanzas fiscales relativas a los contratos de gestión de servicios públicos del ciclo del agua del Ayuntamiento y sobre el procedimiento para su adopción. La consulta se refiere a la forma en que debe producirse la adaptación de las ordenanzas fiscales a ordenanzas reguladoras de prestaciones de carácter público no tributarias y el procedimiento para aprobar las nuevas ordenanzas. Estas cuestiones, aunque están indirectamente relacionadas con la contratación pública, exceden de la materia de contratación pública y por lo tanto, no son de la competencia de esta Junta Consultiva. 

→ Expediente 29/18 Comisión Permanente de 5 de abril de 2018. Interpretación del artículo 33.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. En los casos en que entidades del sector público que no son poderes adjudicadores tengan el control o participen en el capital de otras entidades de la misma naturaleza podrán acudir a la figura del encargo a medios propios prevista en el artículo 33.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, sin tener que sujetarse a las reglas de contratación establecidas para ellas.
B) Cataluña

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2018, de 20 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Asunto: Límites a la contratación menor en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
I.- La finalidad de la nueva limitación establecida en el artículo 118.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, relativa al volumen máximo de contratos menores que se pueden adjudicar a una misma empresa, es incrementar la competencia, evitando generar desigualdades entre las empresas, favoreciendo siempre a la misma con la suscripción de sucesivos contratos menores, y promoviendo la diversificación de empresas contratistas de estos contratos. Dicha finalidad, específica de esta limitación, se adiciona a la finalidad que persigue la prohibición de fraccionamiento del objeto de los contratos, prevista con carácter general para todos los contratos públicos y ahora expresamente también para los contratos menores, de que se haga un uso adecuado de la contratación menor
II.- El periodo anual que hay que entender como ámbito temporal aplicable a la limitación de suscribir un determinado volumen de contratos menores con una misma empresa contratista, se considera conveniente computarlo por ejercicio presupuestario, tanto con la finalidad de permitir el control del cumplimiento de dicha limitación –que en Cataluña se añade a la establecida en el artículo 159 de la Ley 5/2017, del 28 de marzo, de medidas fiscales, administrativas, financieras y del sector público–, como por ser ésta la base sobre la que las entidades del sector público tienen que efectuar la programación de su contratación. 
III. La limitación de suscribir un determinado volumen de contratos menores con una misma empresa contratista hay que entenderla referida a contratos con los mismos objetos, considerados como aquellos que se componen de prestaciones sustancialmente coincidentes.
IV. El hecho de dar publicidad a los contratos menores, o de solicitar ofertas a un número determinado de empresas, no impide que, si el contrato que se licita es un contrato menor, le resulten de aplicación todas las limitaciones que el artículo 118.3 de la LCSP establece, sin prever excepciones, para estos contratos. 
→  Informe 2/2018, de 20 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Asunto: Extensión de la prohibición de contratar por incompatibilidad a los cónyuges y personas vinculadas con una análoga relación de convivencia afectiva. Especial referencia a la situación de conflicto de intereses 
I.- La prohibición por incompatibilidad de los funcionarios, regulada en el artículo 60.1.g del TRLCSP y en el artículo 71.1.g de la LCSP, se extiende, entre otros parientes, a los cónyuges y a las personas vinculadas con una análoga relación de convivencia afectiva, sin que se requiera en este caso la concurrencia de otros requisitos adicionales, como los de la convivencia afectiva o la “notoriedad” de la relación, sino únicamente el de concurrencia de conflicto de intereses previsto expresamente en la normativa de contratación pública.
II.- Un conflicto de intereses concurrente se podría solucionar atendiendo las concretas circunstancias concurrentes en cada caso, neutralizando la participación de la persona funcionaria en el procedimiento de licitación respectivo, así como cualquier posible influencia en su desarrollo o resultado.
→  Informe 3/2018, de 20 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya (Comisión Permanente). Asunto: Posibilidad de considerar razón de interés público que hace precisa la aceleración de la adjudicación de un contrato, a efectos de la tramitación urgente del expediente, el interés económico en recibir o no perder fondos procedentes de una subvención destinados a su financiación. 
I.- De acuerdo con la normativa de contratos del sector público, los dos presupuestos habilitantes para poder tramitar de urgencia un expediente de contratación son, o que se trate de contratos que se celebran por una necesidad inaplazable, o que la adjudicación se deba acelerar por razones de interés público. Por lo tanto, es la concurrencia, debidamente motivada en el expediente, de uno de estos dos presupuestos la que habilita dicha tramitación, sin que suponga ni un motivo, ni un obstáculo, el hecho de haber desistido de un procedimiento anterior. 
II. El interés económico de una administración en recibir o no perder fondos procedentes de una subvención destinados a la financiación de un contrato puede considerarse un interés público que habilita la tramitación urgente de un expediente para acelerar la adjudicación, en la medida en que la indeterminación del concepto de interés público posibilita la inclusión, teniendo en cuenta que el abreviamiento de los expedientes de contratación que deriva de esta forma de tramitación afecta, mayoritariamente, a sus trámites internos, quedando salvaguardadas las garantías esenciales de los procedimientos de contratación pública. 
En todo caso, más allá de la necesaria concurrencia de un efectivo interés público, con carácter previo a la eventual tramitación de urgencia de un expediente de contratación, habrá que ponderar, atendiendo a las circunstancias que se den en cada caso concreto, el interés público concurrente con el respeto a los principios que rigen la contratación pública. 

III. Dado que la tramitación de un expediente de contratación por urgencia tiene que derivar de la necesidad de celebrar el contrato o acelerar la adjudicación, en el caso que la obtención de fondos públicos venga condicionada por el cumplimiento de determinados plazos relativos a la ejecución del contrato, y no a su adjudicación o formalización, no procederá la tramitación urgente del expediente por este motivo.
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→  Informe 1/2018, de 25 de abril  de 2018, sobre interpretación del apartado 3º del art. 118 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre de Contratos del Sector Público. 
1º.- Respeto a las cuestiones vinculadas a la identificación de los contratos menores a los que hace referencia el 118.3 de la LCSP a efecto de cómputo de límites: 

- Entiende este órgano que la interpretación correcta del artículo 118.3, en línea con la ya manifestada en su informe por la JCCA del Estado, es que en el expediente se justificará que no se está alterando el objeto del contrato para evitar la aplicación de las reglas generales de contratación y que el contratista no suscribió más contratos menores con el mismo objeto que individual o conjuntamente superen la cifra que consta en el apartado primero del artículo. - Asimismo, por contrato “suscrito”, ante la ausencia de una norma en la LCSP que establezca el momento de la perfección de los contratos menores, debe entenderse perfeccionado por el consentimiento de las partes, es decir, en los que concurra la voluntad de ejecutar el contrato en los términos pactados entre el ofertante y el órgano de contratación. 
- Respeto a si computan en el 118.3 los contratos adjudicados la empresas vinculadas (pregunta 3 del peticionario) como venimos indicando, entendemos que el artículo 118.3 no recoge una limitación de la capacidad para ser adjudicatario de contratos menores por el hecho de haber sido adjudicatario de contratos anteriores dado que a lo que debe atenderse es al objeto del contrato y a la inexistencia de fraccionamiento. Por lo tanto, siempre que estemos ante contratos con objeto distinto, un solo contratista podrá ser adjudicatario de contratos menores aunque su importe agregado supere conjuntamente las cifras recogidas en el artículo 118.1. Si esto es así, obviamente tampoco existe limitación para las empresas de un grupo con tal de que sean contratos con objetos diferentes e idéntica debe ser la respuesta respeto al cómputo de contratos suscritos a UTES en el sentido de que la apreciación de la existencia o no de fraccionamiento no viene determinada por el número de adjudicatarios ni por su condición o no de UTE. 

-  Y, finalmente, respeto a los contratos menores con anuncios publicados en los correspondientes perfiles, indicar que, en la interpretación que se hace del artículo 118.3, la cuestión que se formula pierde parte de su sentido al entender esta Junta Consultiva que debe justificarse en el expediente que no se está alterando el objeto del contrato para evitar la aplicación de las reglas generales de contratación y que el contratista no suscribió más contratos menores con el mismo objeto que individual o conjuntamente superen la cifra que consta en el apartado primero de este artículo. De este modo, con independencia de su publicación o no en el perfil y adjudicación o no conforme a criterios objetivos, será lícito adjudicar contratos menores que tengan diferente objeto al mismo contratista, aunque conjuntamente la suma de ambos supere la cifra prevista en la LCSP. Por lo contrario, si las necesidades previstas de la Administración para un objeto contractual, calculadas de acuerdo con las reglas de valor estimado previstas en la LCSP, superan las cuantías previstas para el contrato menor, el procedimiento de contratación debe tramitarse de acuerdo con las reglas generales previstas en la LCSP según las indicadas cuantías por lo que no sería correcto fraccionar el objeto y adjudicar este objeto contractual único en varios contratos menores aunque estos se anunciaran en el perfil del contratante y se adjudicarán con criterios objetivos. 

2º. Sobre la determinación de los sujetos, entidades y órganos que abarcan el cálculo de los límites cuantitativos a los que se refiere el 118.3 de la LCSP, este órgano consultivo concluye lo siguiente: 

- Cada órgano de contratación o cada unidad funcional separada deberá comprobar, dentro de su ámbito, que existe en el expediente la justificación de que, atendiendo a las competencias de ese órgano de contratación o unidad funcional separada, los contratos que se concierten o que se han previsto concertar respetan las reglas generales de la LCSP sobre el objeto de los contratos y no se produce un fraccionamiento ilícito de su objeto. 

- En respuesta a cómo deben operar y computarse los anticipos de caja fija gestionados por el órganos de contratación cabe señalar que, a juicio de esta Junta Consultiva, los anticipos de caja fija, como provisiones de fondos que se realizan a las habilitaciones para la atención por estas de gastos, normalmente de carácter periódico y repetitivo, no representan más que una forma de pago, por lo que los contratos menores que justifiquen estos pagos deberán tenerse en cuenta por el órgano de contratación o unidad funcional correspondiente para el cálculo del valor estimado de las necesidades en cuestión. Idéntica respuesta debe darse a los contratos menores pagados a través de las habilitaciones. 

3º. Sobre cuál es el ámbito temporal de la limitación del 118.3 de la LCSP, este órgano consultivo concluye lo siguiente: 

- A tenor de lo expuesto en el apartado III.1 de este informe, concluimos que, con carácter general, parece adecuado que el período temporal que debe tener en cuenta la Administración y las entidades del sector público sea el ejercicio presupuestario.  

- Sobre cuándo debe motivarse la necesidad del contrato (párrafo 2 del apartado 1 del artículo 118) y la justificación de que no se está alterando el objeto del contrato (art. 118.3) debe tenerse en cuenta que la LCSP no indica un momento concreto en el que estas justificaciones deben formalmente o documentalmente realizarse, sin perjuicio de que lo correcto es que la concurrencia de los requisitos legales que determinan la posibilidad de utilización del contrato menor se compruebe en el momento en el que se efectúe el encargo. Por lo tanto, será suficiente que las justificaciones documentales expresadas consten en el expediente tramitado de acuerdo con el artículo 118 con carácter previo a la aprobación del gasto. 

- Sobre el régimen de transitoriedad de la nueva ley podemos indicar que, la falta de referencia alguna al régimen transitorio de los contratos menores, el nuevo régimen legal será aplicable a los contratos menores cuya aprobación del gasto se tenga efectuada después de la entrada en vigor de la LCSP. Ahora bien, en aquellos casos en que conste realizado el encargo o ejecutada la prestación con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de la nueva LCSP, también debe considerarse aplicable el régimen derivado de la legislación anterior aunque la fecha de aprobación del gasto y reconocimiento de la obligación sea posterior a la entrada en vigor de la LCSP. Cosa diferente a la expresada es la forma de computar los límites derivados de la reducción de cuantías en suministros y servicios periódicos. Si seguimos la regla de que debe calcularse el valor estimado de las necesidades que es necesario contratar en el año 2018, para este cómputo y decisión del procedimiento de contratación a utilizar deberán tenerse en cuenta los contratos adjudicados de acuerdo con la legislación anterior. 

4º.- Respecto a que ocurre si un órgano de contratación supera estos límites de contratos menores suscritos con un mismo contratista cabe indicar que, al tratarse de una norma de carácter imperativo y por lo tanto de una conducta obligatoria para el órgano de contratación o unidad funcional, debe velarse por la comprobación del cumplimiento de los límites para evitar la infracción sobre las normas del objeto del contrato y su fraccionamiento.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2018 de 27 de febrero de 2018. Anulación de adjudicación por sentencia judicial. Efectos sobre un contrato cuya ejecución ya se ha iniciado.
Primera. La anulación por sentencia firme del acuerdo por el que se resuelve no adjudicar el contrato a la empresa que había resultado adjudicataria, así como de todas las resoluciones derivadas de ese acto, implica la anulación de la adjudicación a una segunda empresa distinta de la anterior y la invalidez del contrato suscrito con ella. El momento al que deben retrotraerse las actuaciones es aquél al que sea necesario volver para llevar a su debido y puro término el cumplimiento de dicha sentencia, debiendo preservarse todos aquellos actos que no estando anulados por esta sean compatibles con su ejecución.

Segunda. La nulidad o invalidez del contrato sobrevenidas como consecuencia de una sentencia judicial firme no es una causa de resolución del contrato de las previstas en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público ni produce los efectos que se derivarían de tal resolución, sin perjuicio de que la empresa que hubiere prestado servicios en virtud del contrato anulado, de buena fe y con la aquiescencia de la Administración tenga derecho a percibir de esta las contraprestaciones que le correspondan de acuerdo con lo establecido en el Código Civil y con la doctrina jurisprudencial que prohíbe el enriquecimiento injusto de esa Administración.
→ Informe 2/2018 de 27 de febrero de 2018. Criterios para excluir una oferta incursa en valores anormales o desproporcionados. Posibilidad de ofertar prestaciones a precios inferiores al coste de producción.
1ª.- De conformidad con lo dispuesto en la legislación de contratos del sector público, la exclusión de una proposición u oferta que se presume desproporcionada o anormal de acuerdo con los parámetros o límites establecidos en el pliego de cláusulas que rigen la contratación, procederá siempre que, tras consultar o requerir al licitador que la ha presentado para que pueda justificar su viabilidad, este no lo haga o el órgano de contratación, a la vista de la justificación presentada y con el asesoramiento técnico que precise, estime no obstante que dichas oferta y proposición no pueden ser cumplidas por la empresa licitadora sin incumplir sus obligaciones en materia laboral, de protección del empleo, de índole medioambiental o cualquier otra que deba respetarse en consonancia con el objeto del contrato, todo ello, independientemente de que el licitador pudiera o no incurrir en pérdidas de adjudicársele el contrato en base a su oferta económica.

2ª.- Corresponde al licitador que ha presentado una oferta presuntamente anormal o desproporcionada según los criterio establecidos en el pliego y de la que, además, se deduzca que incurriría en pérdidas de adjudicársele el contrato por ser el precio inferior al coste de la prestación, el justificar que dispone de los recursos necesarios para ejecutar el contrato en los términos de su proposición sin incumplir las citadas obligaciones en materia laboral, medioambiental o cualquier otra que sea exigible.
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 7/2018, de 26 de febrero de 2018, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares para la adjudicación de contratos de servicios y suministros por procedimiento abierto simplificado.
→ Informe 6/2018, de 26 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares  aplicables a contratos de obras, en sus modalidades de procedimiento abierto, procedimiento abierto simplificado ordinario y procedimiento abierto simplificado abreviado.
→ Informe 5/2018, de 26 de febrero de 2018, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Modelos tipo de Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares aplicables a los contratos de suministro, en sus modalidades de procedimiento abierto, varios  criterios de adjudicación y de  procedimiento abierto simplificado abreviado (159.6 LCSP)
→ Informe 4/2018, de 26 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares para la adjudicación de contratos de servicios por procedimiento abierto, y por procedimiento abierto simplificado abreviado.
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2018, de 11 de abril, sobre adjudicación de los contratos menores en la nueva ley de contratos del sector público.
1.- La regla de incompatibilidad descrita en el artículo 118.3 de la LCSP opera respecto de contratos menores de la misma tipología -obras, servicios y suministros- que pretendan adjudicarse de forma sucesiva.
2.- Las limitaciones relativas a las cuantías de los distintos tipos de contratos menores se refieren a cada uno de los órganos de contratación de la Administración contratante, por lo que deberán ser éstos quiénes arbitren las medidas destinadas a efectuar la comprobación indicada en el artículo 118.3 de la LCSP.
3.- El período temporal a que se refiere la prohibición de no superar las cuantías del contrato menor con un mismo empresario ha de entenderse referido a la anualidad o ejercicio presupuestario correspondiente.
→ Acuerdo 1/2018, de 11 de abril, por el que se informa a los órganos de contratación de las novedades introducidas por la nueva la ley de contratos del sector público. 
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.

A) Consejo de Estado.

No se ha publicado ningún dictamen nuevo desde el último Seminario.

B) Consejo Consultivo de Aragón 

→ Dictamen 92/2018, de 24 de abril. Interpretación de la cláusula nº 8 de los “Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares para la contratación, en la modalidad de gestión de servicio público de la regulación de estacionamiento en la vía pública en la ciudad de Zaragoza por procedimiento abierto”. 
→ Dictamen105/2018, de 24 de abril. Interpretación de la condición esencial nº 5, del Anexo XII de los “Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares para la contratación de las obras de sustitución de redes y pavimentación de la calle Padre Huesca, tramo de la calle Fatás a la calle de la Merced”, en la ciudad de Huesca, así como al Pliego de Condiciones Técnicas del mismo contrato, en relación con la obligación de “realojo de vehículos en garajes particulares”, durante la ejecución de los trabajos de las obras. 
→ Dictamen 114/2018, de 29 de mayo. Resolución parcial del contrato de concesión de obra pública denominado “redacción de proyectos, construcción y explotación de las infraestructuras necesarias para la depuración de aguas residuales del Pirineo, zona P-2, río Gállego”. 
→ Dictamen 121/2018, de 29 de mayo. Resolución del contrato de concesión para la gestión del servicio público de Residencia de Mayores y Centro de Día de la Villa de Biota "Víctor Orduna" celebrado por el Ayuntamiento de Biota (Zaragoza). 
→ Dictamen 126/2018, de 29 de mayo. Interpretación que debe darse a la cláusula 4.6.2 del «Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del contrato de concesión de obra pública para la redacción de proyectos y la construcción y explotación de las actuaciones necesarias para la depuración de aguas residuales de la “zona 07-A de la Comunidad Autónoma de Aragón, que comprende actuaciones en los municipios de El Burgo de Ebro, Cuarte de Huerva, Fuentes de Ebro, Pastriz, La Puebla de Alfinden, Alfajarín, Nuez de Ebro, Villafranca de Ebro, Escatrón, Gelsa, Pina de Ebro, Quinto, Sastago, La Zaida y Caspe», en relación con el reajuste de los volúmenes depurados. 
→ Dictamen 133/2018, de 29 de mayo. Interpretación que debe darse a la cláusula 4.6.2 del «Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del contrato de concesión de obra pública para la redacción de proyectos y la construcción y explotación de las actuaciones necesarias para la depuración de aguas residuales de la “zona 04-06 de la Comunidad autónoma de Aragón, que comprende actuaciones en los municipios de Ayerbe, Biota, Gurrea de Gállego, Sádaba, San Mateo de Gállego, Sos del Rey Católico, La Sotonera, Uncastillo, Villanueva de Gállego, Zuera y Zuera (Ontinar de Salz)», en relación con el reajuste de los volúmenes depurados. 
→ Dictamen 138/2018, de 29 de mayo. Interpretación que debe darse a la cláusula 4.6.2 del «Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares del contrato de concesión de obra pública para la redacción de proyectos y la construcción y explotación de las actuaciones necesarias para la depuración de aguas residuales de la “zona 9 de la Comunidad autónoma de Aragón, que comprende actuaciones en los municipios de Estercuel, Oliete, La Puebla de Hijar, Samper de Calanda, Hijar, Urrea de Gaen, Azuara, Belchite, Lécera, Aliaga, Escucha, Martín del Rio y Muniesa», en relación con el reajuste de los volúmenes depurados. 
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